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			Partidos y movimientos políticos:  miradas transversales, problemas y debates

			José Rilla y Jaime Yaffé

			I

			Esta colección de historia de los partidos y movimientos políticos vio la luz durante el año 2021. Los tres primeros volúmenes hicieron su camino y encontraron lectores tan diversos como sentidos puede tener, y suele tener, el acercamiento al pasado. Los libros vienen siendo leídos desde un interés ciudadano, académico, político, partidario, periodístico… a veces superpuestos; y otras, más sueltos o autónomos. Bien sabemos, por ejemplo, que cada tomo organizado en torno a las identidades políticas (Blancos, Colorados e Izquierdas) halló públicos lectores desde ellas y se transformó, en ocasiones, en un fenómeno de reflexión acerca del pasado propio, partidario. Dado que pretendimos una obra ceñida a criterios académicos, es probable que nuestros lectores partidistas se hayan visto desafiados en sus saberes convencionales y en sus memorias —la mejor hipótesis—, y animados a seguir comprendiendo su pasado con el sentido crítico del presente.

			Desde el momento de la concepción intelectual de esta obra, hemos creído necesario balancear la secuencia de los tres tomos radicados en los partidos y en las identidades políticas con una mirada diferente, transversal —si cabe la expresión—, complementaria, centrada en temas y asuntos problemáticos, aplicada a las relaciones del mundo partidario con otros ámbitos de relevancia social, cultural y política. Se trata de una tarea ardua y, como la primera, solo viable a partir de la confluencia de saberes múltiples, en este caso fundamentalmente de la historia y la ciencia política. Los diecisiete trabajos reunidos en este cuarto volumen tienen el mismo objeto de atención, los partidos y movimientos en su pasado y en su presente; sin embargo, la disección que aquí se propone aspira a mostrarlos a partir de una operación analítica diferente, marcada por otra perspectiva. La profundidad y extensión de esta mirada depende, desde luego, del alcance que presente la investigación hasta ahora concretada. Habrá capítulos en los que prevalezca lo descriptivo, el registro riguroso de eventos y de hitos de un problema que recién parece despertar a la indagatoria sistemática; otros, más clásicos, referidos a fenómenos ya estudiados, aunque hoy reconozcan una atención intermitente; y por último, cruces menos esperados, conexiones poco usuales pero muy rendidoras para dar cuenta de los partidos y del funcionamiento de la política uruguaya.

			Si estas discriminaciones fundamentan y justifican la publicación del cuarto tomo de esta colección, confiamos en que su lectura decantada, como la del conjunto de la obra, mejore nuestra comprensión de los partidos en términos comparativos: entre ellos, desde luego, como entidades transcurridas durante más de un siglo y medio en los marcos del Estado uruguayo, pero también en una ancha zona de observación, la región y más allá de ella.

			En síntesis, este volumen (escrito en gran parte durante la pandemia) resume un ejercicio denso que supone responder una interrogante exigente, parecida a la que se formula la ciencia histórica cuando cambia el punto de vista o modifica la escala de observación: ¿qué vemos de los partidos políticos, en este caso, cuando los «obligamos» a salir de sí mismos, los ponemos en vínculo con la sociedad y sus grupos, con la cultura y sus sistemas, con las demás instituciones entre las que actúan? Y más, como ocurre con la microhistoria: ¿qué vemos y de otro modo no veríamos? Nos adelantamos a decir que estas cuestiones representan un enorme desafío en términos conceptuales, metodológicos y heurísticos, desafío que recién comienza a ser recorrido por la investigación y que por ello bien puede dar forma a un programa de trabajo. Todo llevaría a concluir que podemos comprender mejor a los partidos, a cada uno y a su juego sistémico, si los ponemos en relación con el Estado, las clases sociales, los encuadres subnacionales y las tramas internacionales, las organizaciones de variado signo, las tradiciones religiosas, las narrativas literarias, las expresiones más evidentes de la cultura popular, entre las dimensiones de análisis más destacadas. El corte transversal, finalmente, nos debería devolver una imagen más compleja, más certera, tal vez, y disponible para la comparación adentro y afuera de fronteras.

			II

			Esta articulación entre lo secuencial y lo temático —lo diacrónico y lo sincrónico— proyecta, creemos, una imagen fuerte de la situación en la que se encuentran la historia y la ciencia política de cara a estos temas. Es obvio, ante todo, que no nos referimos a toda la historiografía ni a toda la ciencia política, sino a aquellas secciones de estas disciplinas destinadas a comprender la política y lo político desde una agencia de inevitable consideración, incluso para quienes prefieren ver a los partidos en un rol menos prevaleciente en el conjunto del sistema. De la ciencia política y aún de la filosofía política extrae la historia preguntas, métodos, caminos de análisis; valida del talante narrativo y argumental que le es propio, la historia política es capaz de desligarse —o de reelaborar significativamente— los puntos de vista tomados como préstamo en otros campos de las ciencias sociales y humanas. De la historia como narrativa ordenada de los hechos sociales en el tiempo, de la historia como «usina fáctica», toma la ciencia política muchos de sus datos y evidencias, con la pretensión de encontrar tendencias, leyes, previsiones, pautas permanentes y reglas de continuidad. Ninguna de las dos disciplinas alcanza del todo su propósito utilitario y los mejores resultados en estos intercambios suelen ser de alcance medio.

			La ciencia política uruguaya viene dando muestras de madurez y de una notable capacidad de diálogo global entre comunidades académicas bien diversas. Los partidos uruguayos (junto a la tradición del temprano estado de bienestar) y su articulación en un sistema reconocible parecen ser una pieza clave de estabilidad institucional y una cotizada moneda de cambio para sostener, con autoridad, una conversación más allá de localismos y fronteras. La historiografía, a un ritmo inevitablemente moroso comprometido con los enfoques totales o generales, va girando hacia nuevas formas de comprender lo político (ya no un derivado, un epifenómeno, tampoco un listado de figuras e instituciones) y encuentra en los partidos, un antiguo actor de nuestra vida cívica, la clave para narrarlo todo de nuevo, al menos por un tiempo. En este libro la historia de los partidos y los movimientos políticos se ofrece como un objeto de estudio complejo cuya acción no se reduce a la esfera del Estado y del gobierno, o a la actividad de las élites, o a las prácticas exclusivamente montevideanas. Es, pues, indicio de un programa de trabajo en ciernes.

			III

			Hay, finalmente, ocasiones propicias para estas transiciones interpretativas, historias concretas del presente que desafían a las historiografías consolidadas por cuanto responden preguntas nuevas. Uruguay vivió, desde la vuelta a la democracia iniciada en 1984-1985, un conjunto de procesos políticos de gran significación capaces de remover saberes y prácticas: la transición en sí misma, con sus marchas y vacilaciones, con las posibilidades de su comprensión comparativa en la región; los partidos y sectores que se adaptaron o anquilosaron, que fueron premiados o castigados por las crisis siempre en el interior del sistema, en la arena electoral; el ingreso del «tercer partido» a la titularidad del poder, y por quince años, sumando las faenas del gobierno al cerno de sus tradiciones más contestatarias; la configuración —reciente— del sistema partidario en bloques que dan forma a una competencia binaria generalmente empobrecedora del debate político pero acorde con las formas extendidas en América Latina; las caducidades doctrinarias e ideológicas, o las reformulaciones y relanzamientos de las matrices en mayor o menor sintonía con derivas globales; los enormes desafíos que generan los nuevos ambientes comunicacionales de la acción pública y política, que parecen estar removiendo las definiciones del ciudadano y de los procesos de decisión referidos a la vida en común… Y todo ello, aun lo más dramático o cambiante, que no basta en Uruguay para cancelar —como ocurre en buena parte del mundo democrático— la vitalidad que han tenido los partidos, nunca a salvo, por supuesto. Todas buenas razones para seguir estudiándolos.

			Y, en ese sentido, este cuarto volumen que hemos pensado como cierre de la colección pretende completar una visión lo más global que el estado actual del conocimiento nos permite sobre los partidos y movimientos políticos uruguayos desde sus orígenes hasta la actualidad. Como decimos al comienzo de esta presentación, tras el paso por cada una de las tres grandes identidades políticas que es posible registrar en ese largo recorrido, que se ofrece en los tres primeros volúmenes, en este último nos detenemos sobre el mismo objeto de estudio, desde un enfoque que privilegia la observación de los vínculos del sistema de partidos como conjunto, por un lado, con otros actores de la sociedad; y por el otro, con una serie de temas con los que han debido lidiar y con respecto a los cuales han debido posicionarse a lo largo de los distintos momentos de su historia, tanto desde el rol de gobierno como desde la oposición.

			En este cuadrante formado por las funciones de gobierno-oposición y competencia-colaboración circula lo fundamental de la acción partidaria. Como ha sido dicho en los volúmenes anteriores, aludimos aquí a la no siempre exitosa disquisición analítica que es necesario realizar entre la historia de los partidos como tales en relación a diferentes temáticas, por un lado, y la historia de las políticas públicas sobre dichos temas y los debates en torno a ellas. Quienes han redactado los diecisiete capítulos que integran este volumen han realizado en este sentido un gran esfuerzo para discriminar estas dos dimensiones. Pero constituye un ejercicio que, en ocasiones, sobre todo cuando se trata de reconstruir el itinerario de partidos que ocupan el gobierno en relación a ciertas temáticas, es muy difícil de lograr cabalmente, dado su grado real de compenetración y el artificio que supone diseccionarlos a la hora de su examen más o menos minucioso.

			Somos también plenamente conscientes de que las ausencias o problemas que han sido mencionados en las dos recensiones académicas que merecieron los tres primeros volúmenes (1) mayormente se mantienen en este y corresponde consignarlos aquí. En primer lugar, la ausencia anotada por María Inés Moraes (2022), aunque nosotros preferiríamos hablar de debilidad, de una perspectiva regional para el mejor entendimiento de algunos de los temas en los que esta resulta crucial. Siendo válido para el volumen en su conjunto, sin embargo, debemos decir también que esa perspectiva está fuertemente presente en el capítulo referente a los orígenes de los bandos partidarios en el marco de la revolución de independencia y de las guerras civiles durante las primeras décadas de la república.

			En segundo lugar, también consideramos pertinente la observación realizada por Rafael Piñeiro (2023) sobre la contracara entre la profusión de información y descripción, por un lado, y la escasa o nula referencia a teorías y discusiones de política comparada que hubieran podido enriquecer el componente explicativo de las trayectorias partidarias, por otro. Como bien apunta el autor de este señalamiento, ello es consecuencia de que, si bien la colección es resultado de la colaboración interdisciplinaria entre historiadores y cientistas políticos, el enfoque predominante es histórico, no politológico. Esto no equivale a decir, desde luego, que la historiografía sea un camino privado de conceptos, teorías y miradas comparativas; solo que ellas deben estar especialmente alertas a la dimensión temporal de los fenómenos políticos. Este es un asunto extremadamente interesante que remite a las posibilidades y las tensiones de la relación entre historia y ciencia política a las que referimos unos párrafos más arriba. De todos modos, al igual que en el caso de la primera observación crítica comentada, dejamos aquí constancia de que en este volumen, al menos en los capítulos dedicados al sistema de partidos, a la descripción del sistema político uruguayo como una partidocracia, y a las relaciones entre partidos políticos, élites económicas y movimientos sociales, se ofrece una narrativa histórica respaldada más o menos explícitamente en algunos de los enfoques teóricos y comparados disponibles en sus respectivos campos temáticos.

			Por último, la anotación realizada por Moraes sobre la insuficiente atención prestada a la evolución de las matrices ideológicas, de las prácticas militantes y de los repertorios simbólicos. Creemos que ello es parcialmente válido, sobre todo en los volúmenes dedicados a blancos y colorados y en lo que refiere a los dos últimos aspectos, no tanto al primero. Y estamos conscientes de que son asuntos que hubieran merecido un tratamiento específico y jerarquizado que no ha sido posible dedicarles a través de capítulos propios en este cuarto volumen. Entendemos que el repertorio de temas que se ha logrado cubrir abarca la mayoría de los asuntos significativos para un enfoque transversal a los partidos como el que aquí se ensaya. No obstante, reconocemos que no hemos podido incluir todos los que hubiéramos deseado. Ello se debe, en parte, a que hay temas de la historia de los partidos uruguayos sobre los que no existe una acumulación de investigaciones suficiente como para que se pueda alcanzar una síntesis como la que los distintos capítulos de este libro proponen.

			Esto no nos exime de reconocer explícitamente las ausencias, y en esa dirección, antes de proceder a un breve resumen de todos los capítulos que sí están incluidos en el volumen, queremos dejar constancia de capítulos ausentes que en su momento habrá que incorporar al estudio global de la historia de nuestros partidos y movimientos políticos, algunos de ellos de suma actualidad. En primer lugar, y sin que esto implique un orden de prioridades, se necesita una perspectiva transnacional de los partidos, de sus ideologías y posiciones en diversos temas. Con ello nos referimos a un enfoque que aborde su inscripción en corrientes políticas y de ideas que atraviesan las fronteras nacionales, y a las relaciones e interacciones que en ese marco se establecen. En segundo lugar, como ya fue mencionado, también se requiere un estudio de las ideas y los principios, y de su relación con las prácticas concretas de la acción política en cada partido, y de su evolución histórica. En tercer lugar, sería conveniente agregar a lo anterior la consideración del sitio que las iconografías materiales y las representaciones simbólicas han ocupado en la configuración de las grandes identidades político-partidarias. En cuarto lugar, por la actualidad del tema y por su importancia en el largo plazo, hubiera sido deseable contar con un capítulo específico, ligado y a la vez separado del que refiere a la temática general de las relaciones con los movimientos sociales, sobre el vínculo entre las organizaciones partidarias y los movimientos de mujeres y feministas en el país desde que estos surgieron en el 900. En quinto lugar, aunque hay mucha investigación por hacer en este asunto, queda pendiente un abordaje específico de las relaciones entre los partidos políticos, la prensa y los medios de comunicación a lo largo de esta extensa historia. Por último, el vínculo entre el aparato estatal y los partidos ha sido tan importante desde los comienzos de la formación política uruguaya que no podemos dejar de reconocer como un punto muy importante la ausencia de un capítulo dedicado a este.

			IV

			Dicho esto, es de todos modos muy abarcativo el repertorio de temas que se incluyen en este cuarto tomo de la colección sobre el pasado y el presente de los partidos y los movimientos políticos en Uruguay. Ofrecemos un breve resumen de cada uno de los diecisiete capítulos que lo componen, de los temas y problemas que abordan, con la mención de las autorías particulares de cada uno de ellos. A diferencia de los textos que integran los tres tomos anteriores, estos se ofrecen al lector como piezas de mayor autonomía, por lo que cada uno de ellos presenta sus respaldos bibliográficos a menudo marcados por la especificidad de la investigación precedente.

			Las identidades partidarias no surgieron abrupta ni caprichosamente. Ana Frega aborda un asunto relevante sobre el que ha pesado, generalmente, una visión fundacionista que coloca a los partidos, o a sus formas precedentes, como un sujeto netamente delimitado ya en los tiempos de la primera república uruguaya. En «Revolución, guerra civil y partidos (1810-1870)» dirige sus líneas de análisis hacia atrás, con el momento de la revolución emancipadora y sus «raíces coloniales», y hacia adelante con el proceso de las intensas guerras civiles que enfrentaron a unos bandos que irían perfilándose como partidos. La gestación de aquellas formaciones políticas se inscribe aquí como parte de una mirada transversal de la revolución de independencia, los liderazgos formados a partir de 1810 y los proyectos para la construcción de un nuevo orden político y social en la Provincia – Estado Oriental en el marco regional.

			Mirados sobre todo en el siglo XX, los partidos no pueden ser cabalmente entendidos si solo se los observa como agentes independientes, que lo son. Excepto en regímenes políticos de partido único, definen sus características e identidades en interacción. Por ello es muy importante incorporar el abordaje de los partidos como sistema de actores y relaciones de competencia y cooperación. La mirada sistémica a los partidos supone considerar, además de a cada una de sus partes, a las interacciones que establecen entre sí, y a las normas que las regulan, incluyendo principalmente las que configuran el sistema electoral. En el capítulo titulado «El sistema de partidos políticos en Uruguay», Daniel Buquet realiza una reconstrucción de la configuración del sistema partidario uruguayo desde sus orígenes en el siglo XIX hasta la actualidad, destacando su elevado grado de institucionalización y su capacidad de adaptación como claves de su perdurabilidad y de su transformación reciente.

			Suele confundirse la identidad partidaria con la función de gobierno o la acción en el Estado a partir de sus políticas. Las distinciones en este campo son arduas, requieren paciencia y erudición. En el capítulo «Partidos y políticas sociales en Uruguay (1836-2023)», Gustavo De Armas emprende una reconstrucción histórica del vínculo entre los partidos y las políticas públicas especialmente orientadas a formar y reproducir el estado de bienestar uruguayo. Aunque el foco está puesto en el siglo XX y en los sucesivos gobiernos que se dio el país, se reconocen con nitidez las matrices anteriores de la experiencia. Las políticas sociales de inclusión y de integración —de salud, educación, seguridad social, empleo— fueron tan enérgicas y eficaces como lo permitieron, en contextos cambiantes, el conflicto y la cooperación entre los partidos de cara al gobierno. Pero, además, como un resultado acumulativo, cerraron el paso a las versiones más prescindentes del Estado.

			Uruguay es uno de los Estados más centralizados de las Américas. Sin embargo, la dimensión subnacional ocupa un lugar muy significativo en la vida política uruguaya. Aunque con muy poca frecuencia se ha prestado atención a ello a la hora de dar cuenta de la historia de los partidos y del sistema de partidos, cada una de las diecinueve circunscripciones (departamentos) en que se divide el territorio nacional ameritaría un examen particular. En el capítulo titulado «Los partidos en la política subnacional», los politólogos Antonio Cardarello, Martín Freigedo y Matías Ruiz revisan, en primer lugar, las ideas y posiciones que los partidos y sus fracciones han sostenido desde el siglo XIX acerca de los problema de centralización y descentralización y de los niveles de autonomía de los organismos de gobierno departamentales y locales; y en segundo lugar, consideran los principales hitos institucionales que en esos niveles se han registrado durante el siglo XX y lo que va del XXI.

			Durante el último cuarto del siglo XX, en especial a partir de la crisis, la dictadura y la transición democrática de los años 80, se dieron cita en el mundo académico varias interpretaciones generales de la política uruguaya, más o menos vinculadas a debates regionales y globales procesados en diversas disciplinas (historia, sociología, ciencia política). En el capítulo titulado «“La partidocracia uruguaya”: revisión crítica en defensa de una buena idea», Juan Andrés Moraes evalúa y ensaya una contrastación empírica de las implicaciones de la caracterización de la democracia uruguaya como una partidocracia, una noción con antecedentes negativos en la literatura, referida a la centralidad de los partidos en el sistema político. Esta idea fue aplicada al caso uruguayo con un sentido más bien positivo por Gerardo Caetano, Romeo Pérez y José Rilla (1987), y desde entonces ha tenido una fuerte y controversial influencia en los estudios políticos e históricos. 

			Entre los vínculos relevantes que pueden habilitar un enfoque transversal como el que proponemos, el de militares y partidos tiene larga historia en Uruguay, aun tomando en cuenta que como sujetos no estuvieron completamente delineados hasta fines del primer siglo republicano. Julián González Guyer aborda el tema en «Partidos políticos y militares en el Uruguay del siglo XX: la persistencia de un modelo centenario (1904-2020)». Reconoce antecedentes en el siglo XIX pero se aplica a estudiar una matriz de relacionamiento desplegada en el siglo XX, en particular desde los años 30, y que lleva décadas de una vigencia apenas alterada. Luego de 1985, si bien las tres grandes formaciones políticas (Partido Colorado, Partido Nacional y Frente Amplio) han ejercido el Ejecutivo y adoptaron medidas para limitar prerrogativas y recursos de las Fuerzas Armadas, ninguna rompió una regla vigente desde principios del siglo XX: la autonomía otorgada a los militares para manejar sus instituciones. El resultado ha sido una corporación muy diferenciada del resto de la sociedad.

			Dos capítulos de este libro dan cuenta de algunos temas vinculados a la relación entre los partidos y la sociedad organizada. En «Élites económicas, partidos políticos y arena electoral en Uruguay», Felipe Monestier recorre la historia de encuentros y desencuentros entre empresarios y partidos, la porosidad y autonomía relativa de los actores puestas a prueba y hechas visibles en las instancias electorales. La democracia de partidos construida a lo largo de la historia experimentó la tensión de los grupos de presión y de la acción corporativa en general, pero al haber alojado en su seno tales conflictos dificultó notablemente la emergencia de partidos empresariales. Por otro lado, en «Movimientos sociales y partidos políticos en Uruguay. Algunas escenas posibles», Diego Sempol recorre las etapas de esa relación y se aplica, en particular, a reconstruir críticamente las últimas décadas del pasado reciente. Los movimientos sociales (sindical, estudiantil, de «nuevos derechos») se orientaron netamente hacia la izquierda política y desafiaron su agenda de asuntos, a la vez que la condicionaron fuertemente en su trayectoria, todo lo cual habría fortalecido su autonomía respecto al sistema de partidos.

			Un círculo virtuoso suele asociar la solidez del sistema de partidos uruguayo, los niveles comparativamente altos de identificación partidaria, la estabilidad institucional y la legitimidad democrática. Sin embargo, no siempre contamos con fuentes históricas ni con datos de opinión pública que permitan sostener afirmaciones de este porte. En este capítulo titulado «Partidos políticos e identificación partidaria en el Uruguay reciente (1994-2022)», Rafael Porzecanski cruza el análisis político con el estudio sistemático de la opinión pública para registrar allí importantes continuidades y variaciones. Entre las segundas, en este primer cuarto del siglo XXI asoma un claro descenso de la identificación partidaria de la ciudadanía, un hecho cuyas implicaciones habrá de merecer nuevas investigaciones.

			Por su tamaño relativo y sobre todo por su ubicación regional, Uruguay ha debido desarrollar una conciencia internacional activa en la que los partidos políticos, en el gobierno o en la oposición, han sido actores fundamentales, aunque no únicos. Hubo opciones de política derivadas de las respectivas matrices partidarias, incluso sectoriales; otras veces el rumbo le debió más al juego de estímulos y restricciones definidas afuera del país. Fernando Adrover se ha ocupado de revisar y sistematizar las acciones y reacciones de los partidos a partir de la observación de algunas coyunturas globales contemporáneas de evidente significación. En «Los partidos uruguayos ante los grandes hitos de la política mundial del siglo XX» asoma la tensión permanente, clásica y también constitutiva de las identidades partidarias que se alternaron entre universalistas y resistentes.

			Por su parte, en el artículo «Polifónicos y jacobinos de Carlos Pareja: un clásico del futuro», Carlos Cossi revisa,  reelabora y busca las proyecciones de la política uruguaya, partiendo de la fermental hipótesis que desde la filosofía política propusiera en 1989 Carlos Pareja para reconstruir sus bases. No se trata de una tensión que pueda ser traducida mecánicamente en el sistema de partidos políticos del Uruguay, sino de una matriz transversal y discriminante desde la cual la política resulta repensada. Con su carga polémica y abarcadora ha contribuido a la mejora de la investigación.

			La renovación reciente de los estudios sobre la religión y la religiosidad en Uruguay debía traducirse, para esta colección, en un abordaje de sus posibles vínculos (culturales, institucionales, doctrinarios) con la política. En el capítulo titulado «Partidos políticos y tradiciones religiosas en Uruguay», Carolina Greising y Roger Geymonat proponen un balance de estas relaciones a la luz de la investigación y, en varios casos, de la consulta de archivos institucionales. Así avanzan sobre el saber común referido al «país laico» para volverlo más complejo, más relativo, más concreto también. Las investigaciones recientes de las que los autores son partícipes han girado sobre los procesos globales de laicización y de secularización en los que católicos, protestantes y judíos cobran mayor visibilidad en la vida política.

			En su versión primaria o inicial, los partidos políticos uruguayos nacieron relativamente al mismo tiempo que la Universidad estatal. Ambas colectividades partidarias, en su momento, reclamaron para sí como mérito histórico la fundación de la institución de educación superior que durante un siglo y medio fue única. Allí se formó una élite y un pensamiento crítico, y más tarde, claramente, un núcleo institucional ambientador de movimientos con fuerte implicación política y social. Las relaciones entre Universidad y partidos estuvieron lejos de la simplificación; María Eugenia Jung y Vania Markarian, en «Universidad y partidos políticos», hacen un recorrido por la historia de dichos vínculos, en diálogo y polémica con las narraciones clásicas tanto de la Universidad como de las fuerzas partidarias.

			La relación entre los partidos y el mundo de la cultura no se restringe a sus expresiones populares y festivas. Abarca al conjunto de las manifestaciones artísticas, desde la pintura hasta la música, pasando por la escultura, la arquitectura y las letras. Tal como lo consigna Oscar Brando para el caso de estas últimas, en el capítulo titulado «Literatura y partidos: una especulación», la relación entre los escritores y sus obras, por un lado, y la política partidaria, por el otro, no admite lecturas lineales y homogéneas. Ha habido literatura partidista o partidizada, pero también ha habido autores alineados claramente con alguno de los partidos uruguayos cuya obra, sin embargo, no trasunta una orientación o intención partidaria. Entre medio, la literatura uruguaya exhibe una gran variedad de intersecciones, ni evidentes ni explícitas, entre el mundo de las letras y el de los partidos y sus luchas.

			Los eventos futbolísticos y las actuaciones carnavaleras se convirtieron a lo largo del siglo XX en dos de las mayores fiestas populares de Uruguay, más o menos al mismo tiempo en que colectividades políticas se desarrollaron como máquinas electorales y organizativas con fuerte arraigo público. Esta coincidencia temporal hizo inevitable que los partidos se vincularan desde un comienzo con el mundo del deporte, en particular del fútbol, y del carnaval, en especial de la murga y el candombe, sus dos expresiones mayores. En los capítulos titulados «El carnaval montevideano y los partidos. Usos políticos de la fiesta», de Milita Alfaro, y «Fútbol y partidos tradicionales (1900-1930)», de Gabriel Quirici, se abordan las relaciones y tensiones, en general más sutiles que explícitas, inteligibles sobre todo a partir de las políticas desplegadas desde la gestión del Estado, entre los partidos y sus dirigentes, por un lado, y estos dos grandes fenómenos de la cultura popular uruguaya, por el otro.

			Finalmente, el libro se cierra con un capítulo de datos electorales referidos a las fracciones partidarias, que juzgamos de gran utilidad para los lectores. Una de las características configuradoras de los partidos mayores de la política uruguaya a lo largo de su historia es la de ser partidos fraccionalizados. Es decir, organizaciones que alojan en su interior corrientes altamente institucionalizadas, con fuertes y duraderas identidades. Puede decirse por ello que, así como los partidos constituyen un sistema en sus interrelaciones, cada partido, es a su vez un microsistema de sectores internos que compiten por imponer sus preferencias, dirigentes y candidatos. No puede entenderse cabalmente a los partidos sin prestar atención a esta dimensión tan relevante de la vida intrapartidaria. En el capítulo titulado «El sistema, los partidos y las fracciones en Uruguay: un siglo de desempeño electoral (1919-2019)», Nicolás Schmidt, Diego Luján y Antonio Cardarello abordan esa dimensión focalizándose en la identificación de las principales corrientes internas de los partidos, en su desempeño electoral y en su grado de nacionalización en el centenario recorrido que va de la primera democratización del régimen político uruguayo hasta la actualidad.

			
				
					1. María Inés Moraes en Contemporánea. Historia y problemas del siglo XX, 16(2), 266-269, y Rafael Piñeiro en Revista Uruguaya de Ciencia Política, 32(1), 195-198.

				

			

		


		
			CAPÍTULO 1

Revolución, guerra civil y partidos  (1810-1870)

			Ana Frega

			Introducción

			A comienzos del siglo XIX el espacio rioplatense era escenario de conflictos. Las luchas entre los grandes imperios y los procesos revolucionarios en Norteamérica, Francia y Haití impactaban en una sociedad colonial atravesada por enfrentamientos étnico-sociales y rivalidades jurisdiccionales.  El ataque británico al Río de la Plata en 1806 y 1807, que en el caso de Montevideo supuso el control de la ciudad durante siete meses, así como la invasión de Napoleón a la península ibérica, el arribo de la corte portuguesa a Río de Janeiro en enero de 1808 y las abdicaciones de los reyes de España en ese año dejaron en evidencia las debilidades de la metrópoli y alentaron procesos de cambio.

			La acción política irrumpía en centros urbanos y zonas rurales, se multiplicaban los edictos, pasquines, proclamas, sermones, tertulias, cartas y rumores, a la par que se iban delineando partidos en el sentido de bandos, facciones, o grupos de opinión política que definían posiciones, alianzas y confrontaciones.

			El 25 de mayo de 1810 se formó una Junta Conservadora de los derechos de Fernando VII en Buenos Aires, que demandó el reconocimiento de su autoridad en todo el virreinato. Las posiciones se dividieron entre los partidarios de la Junta y los leales al Consejo de Regencia establecido en España. Al poco tiempo se iniciaron enfrentamientos armados que movilizaron a amplios sectores de la población, dando comienzo a la revolución y la guerra civil en el Río de la Plata.

			En un contexto de gran incertidumbre, la sucesión de novedades y hechos inéditos demandó palabras y expresiones que permitieran conceptualizar lo que estaba pasando y, en parte, contribuyeran también a dar forma y orientación a las acciones, ya fueran individuales o colectivas. Detenerse en los significados de los conceptos políticos en la perspectiva de los actores de aquel momento permite descubrir usos opuestos, cruzados por procesos de politización del lenguaje, que obligaron a incorporar adjetivos para diferenciarse —la «verdadera» libertad, los «buenos» americanos, etcétera—, así como muestra los cambios en la valoración de las nociones —de signo positivo o negativo— en distintas coyunturas. Desde la perspectiva de las élites políticas y económicas, se trataba de poner «fin a la revolución» y dar «principio al orden», (2) controlar a los sectores populares movilizados, fundar un gobierno estable y generar condiciones para la producción y el comercio, objetivos que no estaban necesariamente ligados a la formación de un Estado independiente. Desde la perspectiva del grupo amplio y diverso que suele englobarse como clases populares, por su parte, esa activación política dejó entrever viejos conflictos sociales y étnicos y demandó de las élites formas de negociación, pactos, represión o concesiones a lo largo del período.

			El capítulo propone una mirada transversal de la revolución de independencia, los liderazgos formados a partir de 1810 y los proyectos para la construcción de un nuevo orden político y social en la Provincia – Estado Oriental en el marco regional. El enfoque toma distancia del esquema interpretativo centrado en oposiciones como caudillos/doctores, barbarie/civilización o campo/ciudad, planteadas por Juan E. Pivel Devoto en Historia de los partidos políticos en Uruguay (1942) y sus trabajos posteriores. A su vez, sin desconocer los planteos de cuño piveliano sobre una evolución de bandos a partidos —los primeros más inorgánicos o desorganizados y los segundos más estructurados, con elencos de dirigentes, principios y tradiciones compartidas—, interesa explorar la transformación conceptual que legitimó la existencia de agrupamientos o asociaciones de opinión y acción política —los llamados «partidos»— y su papel en la construcción del orden político.

			1.	Revolución, guerra civil y «partidos»  en las luchas por la independencia

			La revolución fue vivida como un momento de ruptura, de división, cuyos resultados, aunque inciertos, anunciaban transformaciones radicales y profundas. Para sus partidarios se trataba de una experiencia «feliz» y «gloriosa», como señalaba Mariano Moreno en el prólogo a su traducción de  Del contrato social o Principios del Derecho Político, obra escrita por el ciudadano de Ginebra Juan Jacobo Rosseau [sic], que mandó imprimir en Buenos Aires en 1810, destinada a la formación de los futuros ciudadanos. El 25 de mayo fue visto como el inicio de un proceso histórico inédito, origen de una nueva era y fuente de una nueva legitimidad: la soberanía del pueblo. Según estampó el cura párroco de Santo Domingo Soriano, Tomás Xavier de Gomensoro, en el Libro 1.o de defunciones, ese día había expirado «la dominación despótica de la Península española» y se estaban poniendo «los cimientos de una gloriosa independencia que colocará a las brillantes Provincias de la América del Sud en el campo de las Naciones libres» (Frega, 2012, p. 54).

			Para sus opositores, por el contrario, la revolución era un movimiento que socavaba el orden natural dispuesto por Dios y abría paso al caos y la anarquía: un «mal desolador del género humano, y destructor de las sociedades», publicó la Gazeta de Montevideo el 17 de marzo de 1812. En las páginas de este periódico se nombraba a los impulsores de la revolución como «gavilla de facciosos», «revoltosos», «tiranos», «déspotas», «subversivos» o «secuaces del filosofismo anti- religioso», entre otros epítetos, así como se alertaba contra «el espíritu de partido [que] domina a todas las clases».

			El proceso revolucionario también fue vivido como una guerra civil. Aunque todos eran súbditos españoles, la distinción por lugar de nacimiento, es decir, entre europeos y americanos, fue tomando un cariz político aun cuando había peninsulares y criollos en ambos bandos. Los testimonios son numerosos respecto a divisiones al interior de las familias, entre padres e hijos, entre hermanos, o bien sobre las represalias con aquellos sospechosos de ser enemigos solo por su lugar de origen. Por otro lado, las divisiones internas en el bando revolucionario —entre la Liga de los Pueblos Libres y el Directorio de las Provincias Unidas, o bien entre los partidarios y los opositores de Artigas en la Provincia Oriental— dieron lugar a enfrentamientos militares que fueron percibidos por los contemporáneos como guerras civiles.

			Términos como partido, bando o facción eran frecuentes en el período; no solían ser utilizados como autoidentificación, sino, más bien, para descalificar a los grupos opuestos al propio. En una concepción unitaria de la soberanía, ya fuera aplicada al rey o a la nación, estas divisiones eran percibidas como un factor que minaba el orden y la estabilidad, a la vez que se veía la politización de los sectores populares como una fuente de desorden. De allí las resistencias que generaron al interior del bando revolucionario las propuestas artiguistas en favor de los derechos de los pueblos, en plural, como se verá más adelante.

			a)	Soberanías en lucha

			El bando de los «leales españoles europeos y americanos» o «realistas», atrincherado en Montevideo, juró la Constitución aprobada en Cádiz en 1812, de carácter liberal, que rigió hasta la capitulación de la ciudad ante las fuerzas del Directorio de las Provincias Unidas en junio de 1814. No se trató de un grupo homogéneo, sino que, por el contrario, tenía divisiones que se prolongaron hasta avanzada la década de 1820. Además de conflictos por diferencias personales, aspiraciones de mando o conducción de la guerra, también impactaron al interior de este grupo los enfrentamientos en la península entre los liberales, que postulaban que la soberanía residía en el rey y la nación, y aquellos que defendían la monarquía absoluta. Los vaivenes en la península Ibérica (el retorno a la monarquía absoluta en 1814, la revolución de enero de 1820 y el Trienio Liberal, la vuelta del poder absoluto de Fernando VII en 1823, con apoyo de tropas francesas), así como el retorno de la corte lusitana a Portugal en 1821 o el retroceso militar español en América (batalla de Ayacucho en diciembre de 1824) fueron debilitando el «partido realista» en Montevideo. A comienzos de 1825, según informaba el cónsul británico Thomas S. Hood al ministro de asuntos extranjeros de Gran Bretaña, George Canning, ese partido se componía «casi exclusivamente de viejos españoles» y se esperaba que en pocos años dejara de existir (Barrán, Frega & Nicoliello, 1999,  p. 67). Para aquellos que habían militado en favor del restablecimiento de la unión con España, el afincamiento definitivo en el territorio oriental pasó a ser una opción a fines de la década de 1820, e incluso algunos, por su formación o por sus lazos familiares, pasaron a desempeñar cargos públicos en el naciente Estado.

			El bando revolucionario en la banda norte del Río de la Plata se conformó en torno a José Artigas, nombrado jefe de los Orientales en una asamblea de vecinos armados en octubre de 1811. (3) Allí se esbozó una identidad territorial y militar —«los orientales»—, que los distinguía de las fuerzas castrenses que había enviado el gobierno de Buenos Aires. Los enfrentamientos bélicos expresaron la diversidad de proyectos políticos contrapuestos, a la vez que la experiencia militar contribuyó a conformar nuevas identidades colectivas. La referencia geográfica, que en el caso de la Provincia Oriental (constituida como tal en 1813) puso como límite oeste el río Uruguay, fue incorporando un componente político, en oposición o rivalidad con otros proyectos de organización de los territorios platenses. Las tropas veteranas y los cuerpos de milicias oficiaron como instituciones organizadoras, nucleando políticamente gentes de distinto origen y condición sociocultural. De esa forma, a lo largo de la década de 1810 la referencia al «tiempo de los orientales» o al «Oriente», más que a un lugar de nacimiento, aludía al proyecto impulsado por Artigas quien, en 1814, con la expansión hasta el río Paraná, pasó a ser el «protector de los Pueblos Libres».

			El movimiento liderado por José Artigas expresó un ala radical que desafió a la dirigencia de las Provincias Unidas del Río de la Plata, a la vez que generó divisiones en las élites orientales. En forma temprana aparecieron en la provincia voces favorables a limitar su creciente influencia. En diciembre de 1813, el congreso celebrado en la capilla Maciel desconoció las ideas confederales resueltas pocos meses antes en el congreso de Tres Cruces, y se mostró afín a reconocer la autoridad centralista de las Provincias Unidas. La principal repercusión de la medida fue la retirada de las fuerzas artiguistas de la línea sitiadora de Montevideo y su traslado a la región de Entre Ríos, donde continuó la lucha.

			Las autoridades revolucionarias con sede en Buenos Aires —Junta, Triunvirato, Director Supremo, según el momento— sostuvieron la unidad de la soberanía encarnada en la nación, la organización centralista y el mantenimiento del espacio territorial del antiguo virreinato. Por ello, consideraban como «anarquía» la defensa de la soberanía de los pueblos y la unión bajo la forma confederal; y en los momentos más álgidos del conflicto, declararon a José Artigas traidor a la patria. (4)  Según una circular del 30 de marzo de 1815 firmada por el montevideano Nicolás Herrera, (5) entonces ministro de gobierno del Directorio de las Provincias Unidas, Artigas era «el perturbador Oriental», impulsor de un «vergonzoso espíritu de provincialismo», que «humillando a los que han nacido en las playas occidentales de este río» (Río de la Plata) quiere «elevar a sus Provinciales sobre la ruina de los demás Pueblos» (VV. AA., 1815-1817, «Circular»). Difundida en Buenos Aires para instrucción de los feligreses, la circular tenía tono amenazante: «la concordia y la unión» se iban a cimentar «por el exterminio, o el arrepentimiento de los que la despedazan». Al día siguiente, el director supremo, Carlos María de Alvear, llamaba a «terminar la guerra civil», acusando a Artigas de que «con el vano título de protector de los Pueblos» impulsaba la «destrucción de todas las bases sociales», y de tener emisarios en Buenos Aires que trabajaban para «encender el fuego de los partidos, seducir a los ciudadanos, promover la deserción» y desprestigiar al gobierno, precipitando «al Estado en todos los horrores de una guerra civil sangrienta y desastrosa» (VV. AA., 1815-1817, «El Director Supremo del Estado a todos los habitantes de las Provincias Unidas»).

			A comienzos de 1815, tras la victoria sobre las tropas de las Provincias Unidas, el artiguismo logró el control del territorio oriental y el comandante Fernando Otorgués pasó a ser gobernador militar de Montevideo. Las resistencias al liderazgo del jefe de los Orientales se profundizaron, alimentadas por medidas en favor de los «más infelices» (criollos pobres, afrodescendientes, indígenas), así como por la prolongación de la guerra en varios frentes, especialmente luego de la invasión lusitana en el segundo semestre de 1816. Entre mayo y junio de 1815 se produjo un incidente que tensionó al máximo las relaciones entre Artigas y las élites hispanocriollas de Montevideo. Entre los protagonistas se encontraban el comerciante y hacendado Juan María Pérez, síndico procurador del cabildo, y el doctor Lucas José Obes, cuñado de Nicolás Herrera. (6) La situación se zanjó temporalmente. Otorgués acató la orden de dirigirse a la frontera con Brasil, y el cabildo, en carta fechada el 15 de junio de 1815, aceptó la autoridad de José Artigas como garantía del orden: necesitaban de su «brazo fuerte», de su «protección», para contener una «deplorable anarquía» y no ser «la víctima de la revolución» (Comisión Nacional «Archivo Artigas», 1987,  pp. 27-28). En un texto escrito pocos años después, Dámaso A. Larrañaga y José Raimundo Guerra consignaron que la «facción» que había promovido el conflicto «era privadamente adicta al sistema de dependencia de Buenos Aires», y que Otorgués había estado «a dos dedos de distancia de romper con Artigas, lo que hubiera producido una doble guerra civil y un cúmulo de desgracias» (Larrañaga, 1965, p. 244). Los conflictos con el cabildo continuaron, así como con la Junta de Vigilancia y Propiedades Extrañas, uno de cuyos inspiradores había sido Obes. En noviembre de ese año, desde Purificación, Artigas escribió a Fructuoso Rivera, comandante de armas de Montevideo, quejándose del «sarracenismo» y el «porteñismo» que operaba en la ciudad, aludiendo a los realistas españoles y a los partidarios del gobierno centralista de las Provincias Unidas con sede en Buenos Aires, respectivamente (Comisión Nacional «Archivo Artigas», 1989, pp. 209-210). Por otro lado, el conflictivo proceso de apropiación de tierras y ganados encontró en la revolución un nuevo escenario y dividió posiciones. La resistencia del cabildo montevideano a la aplicación del Reglamento de tierras de 1815 generó reacciones de parte de las tropas y los alcaldes de los pueblos. Tal fue el caso, por ejemplo, de Francisco Encarnación Benítez, preboste de la zona de Colonia y Soriano. En nota a José Artigas fechada el 2 de enero de 1816, señalaba en tono amenazante que no satisfacer las demandas de los vecinos para ocupar la estancia de un «anti-Patriota», de un «enemigo declarado del sistema», conduciría «a otra revolución peor que la primera», y que él no iba a acallar «esos clamores» (De la Torre, Rodríguez & Sala de Touron, 1969, pp. 159-160).

			En setiembre de 1816, ya con las fuerzas lusobrasileñas avanzando en el territorio oriental, se produjo un nuevo movimiento político en Montevideo, con participación de las milicias cívicas, fuerza armada integrada por vecinos que resistían la orden de marchar fuera de la ciudad para enfrentarse al ejército lusitano. Entre los cabecillas también estuvieron Juan María Pérez y Lucas Obes. El levantamiento, si bien fue sofocado en pocas horas con apoyo de la guarnición de la Ciudadela y del cuerpo de afrodescendientes recientemente formado, da cuenta de la oposición al artiguismo por una parte importante de las élites montevideanas y de los apoyos que podían recibir de otros grupos sociales. En la época, se interpretó el movimiento como un intento de incorporarse a las Provincias Unidas o de apoyar el avance del Ejército Pacificador portugués (Ferreira, 2022, pp. 269-275). En este contexto, no sorprende que en enero de 1817 las fuerzas de ocupación comandadas por Carlos Federico Lecor fueran recibidas bajo palio en Montevideo, ni que se enviara una misión ante el rey de Portugal, Juan VI, pidiendo la incorporación del Reino Cisplatino al Reino Unido de Portugal, Brasil y Algarve (Uruguay, 1990, pp. 337-356).

			b)	La búsqueda del orden

			En 1820, tras la derrota militar de las fuerzas artiguistas, se fue concretando la adhesión de pueblos y comandantes militares al gobierno encabezado por Lecor. Otros oficiales como Fernando Otorgués y Juan Antonio Lavalleja estaban prisioneros en Brasil, y obtuvieron su libertad en el Trienio Liberal, regresando a la Provincia Cisplatina. Mención especial requiere la capitulación de Fructuoso Rivera y otros oficiales, que pasaron al servicio lusitano a fines de marzo de 1820. Si bien el texto finalmente acordado fue similar al de otros comandantes, Rivera procuró mantener espacios de poder, como la libre disposición de sus tropas, la facultad para hacer uso de terrenos baldíos y ganado en favor de vecinos americanos afectados por la guerra e, incluso, disposiciones sobre el comercio con Buenos Aires y las provincias del Litoral. El mediador fue su amigo y consejero, el importante hacendado Julián de Gregorio Espinosa, quien también le sugirió que le hiciera llegar el acta firmada, porque «en su tiempo es necesario hacer público todo», «a fin de que en ningún tiempo sea mancillada su conducta» (Frega, 2008, p. 132). Este personaje siguió oficiando en favor de la promoción del liderazgo de Rivera a lo largo de la década de 1820 financiando, por ejemplo, el periódico El Liberal en Buenos Aires, para dar cuenta de los triunfos militares de don Frutos en la campaña de las Misiones Orientales en 1828.

			Las divisiones de la década de 1810 se mantuvieron y profundizaron en los años 20; respondían a la visión sobre el futuro de la provincia en la región y, como escribió José Pedro Barrán, al «miedo a la revolución social» que tenían las «clases propietarias» (1986).

			En julio de 1821 un congreso extraordinario celebrado en Montevideo aprobó la incorporación de la provincia al Reino Unido de Portugal, Brasil y Algarve. Al año siguiente, los cambios en la región ambientaron nuevos movimientos políticos. Por un lado, Buenos Aires recuperó su hegemonía en las provincias del Litoral argentino; por otro, la independencia de Brasil provocó divisiones en el ejército lusobrasileño, donde los leales a Juan VI permanecieron en Montevideo, mientras que Lecor, con los partidarios de Pedro i, se trasladaron  a San José.

			En 1822 la Sociedad de los Caballeros Orientales, integrada mayoritariamente por orientales y porteños, retomó acciones en favor de la independencia y la unión a las Provincias del Río de la Plata. Formaban parte de ella, entre otros, Santiago y Ventura Vázquez, Juan Francisco Giró, Francisco J. Muñoz, Juan Benito Blanco, Cristóbal Echevarriarza, Lorenzo J. Pérez, Gabriel A. Pereira, Francisco Solano Antuña, Manuel e Ignacio Oribe, Antonio Díaz, Francisco Aguilar y Domingo Cullen. Eran cabildantes, editores de periódicos o militares, muchos de ellos alejados del artiguismo en su etapa radical. La voz «orientales» mantenía su significado territorial y pasó a expresar un proyecto político que apelaba a la «unión y fraternidad» con sus «hermanos de Buenos Aires», tal como decía una representación de vecinos montevideanos ante el gobernador de Buenos Aires en octubre de 1822. Los firmantes encarnaban a los «hijos honrados de la Banda Oriental, los amantes de su libertad y de su gloria», los «buenos Orientales» —tomando distancia de los artiguistas y de aquellos que participaban de la dominación luso-brasileña—, quienes «después de siete años de horrores, anarquía y opresión» esperaban «por la salud de su patria» (Ravignani & Narancio,  1966, pp. 3-6).

			El Club del Barón —en alusión a Lecor, quien en 1818 obtuvo el título de barón de Laguna— se integró, entre otros, con Nicolás Herrera, Lucas José Obes, Tomás García de Zúñiga, Juan José Durán, Gerónimo Pío Bianqui y Fructuoso Rivera, quienes ocuparon importantes cargos en el gobierno, la administración, la justicia y las fuerzas militares. Además, recibieron distinciones —y en algún caso títulos nobiliarios, como García de Zúñiga, nombrado barón de Calera—, tierras, ganado o privilegios mercantiles. En 1821 habían impulsado la incorporación a Portugal y en 1822 se decantaron por el emperador de Brasil. Al interior del grupo, sin embargo, surgieron en 1823 discrepancias respecto al gobierno y administración de la provincia. Lucas Obes, Nicolás Herrera y algunos cabildos cuestionaron el exceso de poder y las arbitrariedades del barón de Laguna, y el primero presentó en la corte en Río de Janeiro reclamos en favor de un gobierno civil (Campos de Garabelli, 1972, pp. 449-476). En forma paralela, condenaron un levantamiento armado que preparaban los Caballeros Orientales, a cuyo frente estaba  Juan Antonio Lavalleja. La negativa de Fructuoso Rivera a  adherir al alzamiento fue dada en una carta pública fechada en el Campamento de Las Piedras el 19 de junio de 1823, que circuló impresa. Entre otros conceptos, señalaba «que la Banda Oriental independiente sería siempre el teatro de la guerra en las disensiones ulteriores del Brasil con las Repúblicas del Río de la Plata», «que la protección del Imperio puede únicamente salvar esta Provincia del contagio revolucionario de sus hermanas» y que para lograr la «verdadera felicidad de su Patria», apoyaba «la causa de la incorporación de este Estado en la confederación del Imperio del Brasil» (Rivera, 1823). El planteo de un imperio confederal —aunque no fuera reconocido por el emperador— apuntaba a mostrar que la unión preservaba los derechos de la provincia. Desde el periódico El Ciudadano, afín a los Caballeros Orientales, se formularon «Observaciones sobre la carta del traidor Frutos Rivera al Cabildo de Montevideo». Además de condenar la actitud de Rivera, se sostenía que era preferible una «confederación no imperial», «acomodada a las antiguas relaciones, hábitos, costumbres, etcétera de nosotros, los americanos del Río de la Plata y no brasilenses» (Montevideo, 20 de julio de 1823).

			Como se ve, los impulsores de una revolución moderada coincidían en el no retorno al dominio español y en la necesidad de un centro de poder capaz de garantizar el orden y la estabilidad frente a los «excesos» de la plebe. Sin embargo, como indica Carlos Real de Azúa, mostraron un «tornasol de actitudes» respecto al futuro de la provincia (1990, p. 259). Así lo registró en abril de 1824 James Weddell, explorador de los mares australes, quien arribó a Montevideo en abril de 1824: «estaban muy divididos en política; todos posiblemente eran patriotas, pero cada uno a su manera, lo que creaba una gran diferencia de opiniones». Además, «el frecuente cambio de sentimiento político que produce un cambio de gobierno, los hace volubles e inconsistentes», concluía (1825, pp. 221-222). En esas fechas, el recién llegado cónsul Thomas S. Hood recibió visitas de «caballeros», «de la mayor respetabilidad», que le propusieron que «la Banda Oriental pasara a ser una Colonia de Gran Bretaña». En la opinión del cónsul, temían las consecuencias de formar parte de Brasil o del «Gobierno Bonaerense» y consideraban «que pertenecer a un Estado Poderoso y Libre» era «lo más cercano a ser independientes por sí mismos» (Barrán, Frega & Nicoliello 1999, pp. 51-52).

			Distintos testimonios coinciden en la caracterización de los «partidos» o grupos de opinión política en que se dividía la población en ese momento. Si bien las denominaciones presentan variantes, exponen las divisiones sociales y políticas operadas con la revolución: a) el ya mencionado de los «realistas» españoles, quienes aspiraban a volver a formar parte de la antigua metrópoli; b) el de los llamados «capitalistas o primeros hombres», «portugueses» o «imperialistas», integrado también por orientales y españoles, favorables a la incorporación a Portugal y luego al Imperio de Brasil; c) el de los patriotas que buscaban la unión con Buenos Aires —«la mejor clase de patriotas» «son los que habitan las ciudades», escribía el cónsul británico—; y d) el de «los que quieren vivir sin roque y sin rey», «partidarios de Artigas y sus oficiales», «de todas las clases bajas de criollos», de quienes se temía la vuelta al radicalismo social de la década anterior y a los que se les atribuía buscar la independencia absoluta. (7)

			Es difícil hallar voces propias de integrantes de este último grupo, en el que se incluían sectores sociales muy diversos. En general, sus percepciones y actitudes han llegado hasta nosotros de manera indirecta. En octubre de 1820, el naturalista francés Auguste de Saint-Hilaire, en su recorrida por la provincia, se detuvo en un rancho en Solís Grande, donde lo atendieron dos mujeres. Relata que luego de asegurarse de que él no era partidario de los portugueses, le hablaron muy mal de ellos. Les preguntó entonces si querían volver a la dependencia del rey de España o ser independientes, y si bien no pudo obtener una respuesta categórica, concluyó que «no les gustaban los europeos por el desprecio con que trataban a los criollos» (Saint-Hilaire, 1887, p. 172). Otras voces aparecen en los pleitos derivados de los repartos de tierras y ganado durante el gobierno artiguista. El mismo Saint-Hilaire recogió la protesta de una mujer a quien le habían quemado el rancho para desalojarla de los campos del realista Benito Chaín. Ella le dijo que en «los tiempos de la guerra» había obtenido el permiso para establecerse y se preguntaba: «¿es justo que los maturrangos [forma despectiva de referirse a los españoles] tengan todas las tierras y los pobres como nosotros no tengan donde caerse muertos?» (Saint-Hilaire, 1887, pp. 251-252). En ocasión del levantamiento que procuraban los Caballeros Orientales circuló una hoja suelta, sin autor, titulada «Cielito del blandengue retirado». Desde la primera estrofa el texto renegaba de la revolución: «No me vengan con embrollas / de Patria ni montonera». Afirmaba que el peso de la guerra recaía mayormente en los sectores humildes del medio rural y cuestionaba el sufrimiento de la tropa, sin importar quién fuera el comandante: «Sarratea me hizo cabo / Con Artigas jui sargento / El uno me dio cien palos / Y el otro me arrimó ciento». Sostenía que los dirigentes se movían por intereses económicos y particulares, y denunciaba los negocios de los abastecedores del ejército. Esta visión desencantada y desesperanzada cuestionaba a todos los bandos —«mirá que lindos patriotas / los Portugueses y Godos», o «estos son los alcaguetes / de Don Carlitos Alviar»—, y concluía: «tres patrias he conocido / no quero conocer más». Si bien el carácter anónimo del texto no permite ahondar en la interpretación de las motivaciones o los fines perseguidos por el autor del cielito, el contenido podía reflejar la situación de integrantes de las clases populares enrolados en los enfrentamientos sin mayores posibilidades de mejorar su condición social.

			El 19 de abril de 1825, la Cruzada Libertadora comandada por Juan Antonio Lavalleja reinició la lucha por la independencia en el territorio oriental. Fructuoso Rivera se incorporó al movimiento diez días después, a orillas del arroyo Monzón (actual departamento de Soriano). A partir de ese momento algunas proclamas fueron firmadas por Fructuoso Rivera y Juan Antonio Lavalleja, en ese orden, dando cuenta de una especie de doble jefatura de las fuerzas orientales y de la ascendencia que tenía el primero en el medio rural.

			Esta segunda etapa de la revolución contó con una Sala de Representantes, la primera en la vida política de la provincia, que nombró a Lavalleja gobernador político y capitán general y, en la sesión del 25 de agosto de ese año, aprobó las leyes de independencia de todo poder extranjero y de unión a las Provincias Unidas del Río de la Plata.

			En pocos meses, la división de partidos se hizo más compleja. Por un lado, la mayoría de la Sala de Representantes se volcó en favor de los unitarios liderados por Bernardino Rivadavia, presidente de las Provincias Unidas desde febrero de 1826, apoyando el «régimen de unidad», en oposición al sistema federal, al que consideraba que se le había «querido atribuir una excelencia que él mismo no tiene» (Uruguay, 1920, pp. 339-342). A su vez, dispuso que Lavalleja debía delegar el gobierno de la provincia en otra persona (Joaquín Suárez) para integrarse al ejército nacional, lo que finalmente ocurrió en julio de 1826. El 10 de abril de 1827 se hizo público que la Sala de Representantes había aprobado el proyecto de Constitución de las Provincias Unidas —fue la única provincia que lo aprobó—, resaltando «los principios de orden» que contenía y su contribución para «construir el país» y «cerrar para siempre la revolución» (Uruguay, 1920, pp. 413-414). Además, había dispuesto la supresión de los cabildos y la creación de jueces letrados, jueces de paz y comisarios de policía, engrosando el presupuesto provincial. 

			Los cambios políticos en Buenos Aires tras la caída de Rivadavia y el ascenso de los federales, con Manuel Dorrego como gobernador, generaron realineaciones de fuerzas en la Provincia Oriental. Lavalleja fue nombrado comandante en jefe del ejército republicano, en sustitución de Carlos María de Alvear. Además, el 12 de octubre de 1827, segundo aniversario de la victoria de Sarandí, un pronunciamiento militar dispuso el cese del gobierno delegado, la disolución de la Sala de Representantes y la reasunción del control de la provincia por parte de Juan Antonio Lavalleja. Las actas de los pueblos y los comandantes militares de la línea sitiadora, San José, Colonia, Canelones, Durazno, Mercedes, Cerro Largo, entre otras, condenaban la «malvada facción súbdita del ex Presidente Rivadavia y sus agentes», las «intrigas» en favor del «círculo unitario», la creación de impuestos «para sostener ese gran número de empleados creados sin ningún objeto de utilidad» y el haber aprobado una Constitución «que no era ni podía ser conforme con la voluntad de sus habitantes». En consecuencia, reasumían su soberanía y, por su «libre y espontánea libertad», resolvían poner en manos de Lavalleja «el mando y dirección de los negocios de la Provincia, durante la presente guerra». La documentación fue incluida por el ayudante de campo José Brito del Pino en su diario de campaña, registrando que ese acto «le cerró para lo sucesivo [a Lavalleja] el desempeño de la primera Magistratura de su País, a pesar de ser el jefe de la heroica empresa de los 33, y fundador de nuestra libertad» (Brito del Pino, 1911, pp. 412-436).

			En este contexto se agudizaron también las relaciones entre Lavalleja y Rivera. A fines de marzo de 1828 el cónsul Hood informó a Robert Gordon, embajador británico en Río de Janeiro, sobre el escenario político rioplatense. Lavalleja, a la cabeza del ejército republicano, había denunciado como traidor a Rivera, a la par que oficiales y tropas desertaban para unírsele. Hood comentaba el silencio del gobierno bonaerense al respecto, sugiriendo que «privadamente apoya las medidas de Fructuoso, particularmente para frenar las ambiciones del General Lavalleja, quien se ha vuelto últimamente casi independiente de Buenos Ayres, y quizás más probablemente, con miras a establecer un nativo [de la provincia] con infinitamente más influencia que Lavalleja a la cabeza de un Partido Provincial» (Barrán, Frega & Nicoliello, 1999, p. 139). El episodio desencadenante fue el proyecto de Rivera de avanzar sobre el territorio de las Misiones Orientales en Río Grande del Sur, sin la anuencia de Lavalleja, comandante en jefe del ejército republicano. Sin embargo, sí contaba con el apoyo de Dorrego, quien había creado el ejército del norte con la jefatura de Estanislao López, gobernador de Santa Fe, y había nombrado a Rivera como jefe de vanguardia. Los comentarios del cónsul británico muestran distintos niveles del conflicto en la región: la guerra con Brasil, ante la cual anunciaba que se estaba negociando sobre la base de la creación de un Estado independiente, y la lucha por el poder en la Provincia Oriental, en que era evidente el apoyo de las élites a Rivera, por considerarlo capaz de contener a los soldados desmovilizados y a los sectores rurales en tiempos de paz. La campaña militar fue rápida y, tras un congreso, los pueblos de las misiones acordaron la incorporación del territorio a las Provincias Unidas.

			Las negociaciones de paz entre los representantes de las Provincias Unidas y del emperador de Brasil, con la mediación de Gran Bretaña, culminaron a fines de agosto y fueron ratificadas en Montevideo el 4 de octubre de 1828: declaraban a la provincia independiente y disponían la creación de un nuevo Estado. El territorio riograndense tomado debía restituirse a Brasil. El retroceso de las tropas comandadas por Rivera fue acompañado por el traslado de los pobladores de las misiones, con sus pertenencias y rodeos de ganado, dando lugar a la formación de la colonia de la Bella Unión en la confluencia de los ríos Cuareim y Uruguay. Fructuoso Rivera presentó a la Asamblea de Representantes una nota en la que los «Orientales del Ejército del Norte» reconocían «la soberanía de la Patria». Leída en sala el 5 de diciembre, el tema se resolvió en la sesión del 30 de ese mes, disponiéndose que tanto jefes, oficiales y tropa pasaran a considerarse pertenecientes al ejército del Estado de Montevideo (Uruguay, 1980, pp. 87-91, 122-123 y 125). (8)

			Se cerraba de esta forma el ciclo de la revolución de independencia. En veinte años el territorio de la Banda Oriental del río Uruguay estuvo bajo cinco centros de poder diferentes (España, Provincia Oriental, Provincias Unidas, Portugal e Imperio de Brasil); formó parte de un proyecto confederal republicano —el Sistema de los Pueblos Libres—; se juraron tres constituciones monárquicas —la de Cádiz, 1812; las bases constitucionales de Portugal, 1821, y la brasileña, 1824— y se aceptó la republicana de las Provincias Unidas en 1827. La interpretación de la soberanía popular y la organización de una república, como en otros espacios americanos, reflejaron diversas tradiciones políticas, algunas contrapuestas. Evidenciaron, por ejemplo, el mantenimiento de los poderes de excepción a la vez que se incorporaban elementos del régimen representativo. La configuración territorial en la región no estaba acabada ni las unidades políticas consolidadas, lo que posibilitó diversos proyectos y alianzas políticas que no tenían un anclaje nacional.

			La revolución fue un proceso transversal a los distintos grupos sociales y étnicos que componían la población, con expectativas y logros diferentes

			2. 	Liderazgos políticos, guerra civil y «partidos»  en una región en llamas

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			3. 	A modo de conclusión: caminos para la paz  y la estabilidad política
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